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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN
Medellín, siete (07) de mayo dos mil quince (2015)
	Radicado:
	05001 33 33 004 2015 0085 00

	Acción:
	Ejecutiva

	Accionante:
	HÉCTOR ALONSO PÉREZ PATIÑO

	Accionado:
	MUNICIPIO DE BELLO – ANTIOQUIA.

	Asunto:
	Niega mandamiento de pago por caducidad del título base de recaudo/sentencia judicial caduca al cabo de cinco años.


Por reparto del 03 de febrero de 2015, correspondió al Juzgado que ahora decide, la demanda ejecutiva formulada por el señor HÉCTOR ALONSO PÉREZ PATIÑO, por conducto de apoderado judicial, contra el contra el municipio de Bello, para que en su favor se accedan a las siguientes,
PRETENSIONES 
Se libre mandamiento ejecutivo por los siguientes valores:
1. Por la suma de ciento diecisiete millones seiscientos veintiún mil doscientos setenta y nueve pesos ($ 117.621.279) como capital

2. Por los intereses a la tasa legal conforme lo ordena el artículo 1617 del Código Civil Colombiano.

3. Por las costas del proceso. 

Se aduce, como fundamento de hecho, que no obstante el tiempo transcurrido en que se emitió por parte del Consejo de Estado, el fallo en el cual se ordena dar cumplimiento a las prescripciones de los artículos 68 parágrafo y 77 de la Ley 617 de 2000, referidos a un plan de contingencia para la readaptación laboral, el municipio de Bello no ha dado cumplimiento al mismo, a pesar de los múltiples requerimientos, etc.

A su turno el actor solicita al Juzgado se oficie al municipio de Bello para que allegue documentos con los cuales busca acreditar la suficiencia del recaudo que pretende y los despidos de los empleados y obreros que originaron la acción de cumplimiento base del recaudo.

ANÁLISIS DEL JUZGADO

Título base de recaudo

Se aduce como título base de recaudo la Sentencia radicado 2004-04221-01, del 22 de abril de 2005, por medio de la cual se revocó fallo proveniente del Tribunal Administrativo de Antioquia y se ordenó al municipio de Bello el cumplimiento de los artículos 68 parágrafo y 77 de la Ley 617 de 2000.

CONSIDERACIONES

1. Competencia

Dispone el Art. 297 de la Ley 1437 de 2011 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – CPACA que constituyen título ejecutivo: “1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de sumas dinerarias. (…)”. 

A su turno el Art. 104 Núm. 6º ejúsdem dispone que “La jurisdicción de lo contencioso administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. Igualmente conocerá de los siguientes procesos: (…) 6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudo arbitrales en que hubiere sido parte una entidad pública; e, igualmente los originados en los contratos celebrados por esas entidades”.

La normativa citada en precedencia, en armonía con el artículo 299
 ejúsdem, indica, entre otras orientaciones, que el procedimiento aplicable en estos casos es el señalado para los procesos de mayor cuantía por el Código de Procedimiento Civil, entiéndase Código General del Proceso en lo vigente a la fecha
, razón por la cual pasa a efectuarse el estudio de los documentos anexos al consecutivo a fin de verificar si los mismos comportan las características predicables de los documentos que prestan mérito ejecutivo y de ser así librar la correspondiente orden de pago.

2. Análisis del título. 

Los documentos contentivos de la sentencia son copias simples y aparece fotocopia autenticada por la Notaria 16 de Medellín, en la cual se autentica constancia expedida por el Secretario General del Tribunal Administrativo de Antioquia, en la cual se indica que el fallo quedó debidamente ejecutoriado el once (11) de mayo de 2005, y que se pide a solicitud del Dr. Fabio Echeverri Marín, apoderado en esta demanda (ver fl.9)

Al respecto sobre la validez de las copias de las actuaciones judiciales, prescribe el CGP:
“ARTÍCULO 114. COPIAS DE ACTUACIONES JUDICIALES. Salvo que exista reserva, del expediente se podrá solicitar y obtener la expedición y entrega de copias, con observancia de las reglas siguientes:

1. A petición verbal el secretario expedirá copias sin necesidad de auto que las autorice.

2. Las copias de las providencias que se pretendan utilizar como título ejecutivo requerirán constancia de su ejecutoria.

3. Las copias que expida el secretario se autenticarán cuando lo exija la ley o lo pida el interesado…”
Además en el auto proferido por la Sección Tercera del Consejo de Estado, radicado 25000-23-26-000-1999-02657-02 (33.586), del 14 de mayo de 2014
, se sostiene que cuando se trata de copias de sentencias, de acuerdo con la doctrina, ni las copias informales ni las copias autenticadas son suficientes para que presten mérito ejecutivo.

En esa dirección es claro que las copias de actuaciones judiciales para que tengan la virtualidad de prestar mérito ejecutivo, requieren que sean las primeras que se expidan con esa finalidad y que haya constancia de ejecutoria del fallo.
No está por demás recordar que la presente actuación se ritua por la vía del Código General del Proceso, en el cual no aparece norma jurídica con idéntica regla a la que traía el artículo ordinal 2 inciso 2 del Artículo 115 del CPC, empero que ya sobre el tema se ha hecho una interpretación judicial que no puede soslayarse.
A su turno, como se recuerda, tanto en vigencia del Código Contencioso Administrativo
 como del ahora Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
, los títulos derivados de sentencias judiciales caducan al cabo de cinco años, que deben contarse a partir de su ejecutoria, teniendo en cuenta los 18 meses siguientes, y la prescripción del mismo fallo. Este último asunto pudiera cambiar en vigencia del CPACA, empero que por virtud del principio de favorabilidad podría aun sostenerse frente a las llamadas sentencias conexas. 

En vigencia del Código Contencioso Administrativo, la jurisdicción contenciosa administrativa, razonó de la siguiente manera:

“La acción ejecutiva derivada de decisiones judiciales proferidas por esta jurisdicción, caducará al cabo de cinco (5) años, contados a partir de la exigibilidad del respectivo derecho. La exigibilidad será la señalada por la ley o la prevista por la respectiva decisión judicial”. De la normatividad señalada, se concluye que en caso bajo examen ha tenido ocurrencia la caducidad de la acción, si se tiene en cuenta que la sentencia de 10 de abril de 1996 proferida por la Sección Segunda del Consejo de Estado, tal como consta a folio 42 del cuaderno 1 del expediente, quedó ejecutoriada el 22 de abril de 1996, es decir, que al tenor del artículo 177 del C.C.A., la misma era exigible 18 meses después de su ejecutoria, el 22 de octubre de 1997, fecha a partir de la cual la accionante contaba con un lapso de 5 años para interponer la acción ejecutiva (artículo 136 ibídem), esto es, hasta el 22 de octubre de 2002, cosa que no sucedió, pues la demanda sólo vino a interponerse el 2 de febrero de 2007, cuando habían transcurrido más de cuatro (4) años después de vencido el término establecido para instaurar la acción ejecutiva, situación que se desprende de la relación fáctica del expediente
”
De acuerdo con los argumentos que preceden, al analizar el título base de recaudo en torno al tema de la oportunidad para incoar la demanda ejecutiva, el Juzgado advierte lo siguiente: en primer lugar, la sentencia quedó ejecutoriada el 11 de mayo de 2005, y en la misma se indica que se concede un plazo de diez (10) días, siguientes a la notificación para para que se diera cumplimiento del fallo; se desprende de lo anterior que, a partir del 26 de mayo de 2005, iniciaba la ejecutoria del mismo.    

En esa dirección si para la ejecución del fallo se requería hacer erogaciones presupuestales, en todo caso la ley otorgaba un plazo de 18 meses a la Administración, según el artículo 177 de la anterior codificación, en ese sentido, el actor tenía un plazo para demandar por la vía ejecutiva hasta el 26 de noviembre de 2011.

No obstante lo anterior la demanda se radicó el 30 de enero de 2015, cuando ya operó la caducidad para demandar la ejecución de dicho título judicial.

Visto lo anterior, el título ejecutivo base del recaudo, no reúne los requisitos del artículo 430 del CGP, no solo porque el documento contentivo de la sentencia no es la primera copia que presta mérito ejecutivo, sino que, además, adolece de caducidad, y por lo mismo no es judicialmente exigible, por lo que no procede el mandamiento ejecutivo en los términos del artículo 433 ibídem. En ese sentido de conformidad con el artículo 90 inciso 3 y 4 del CGP, se declarará la caducidad y se ordenará la devolución de los anexos sin necesidad de desglose.
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARTO (4º) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN,

R E S U E L V E:

PRIMERO: Se niega el mandamiento ejecutivo, por las razones expuestas en este proveído.

SEGUNDO: Se ordena la devolución de los anexos sin necesidad de desglose.

TERCERO: Se reconoce personería al abogado Fabio Echeverri Marín, identificado con la cédula de ciudadanía número 70.128.981 de Medellín y Tarjeta Profesional de abogado número 212.332 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura.

NOTIFÍQUESE,

EVANNY MARTÍNEZ CORREA

Juez

	JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO MEDELLÍN

Siendo las ocho de la mañana (8:00A.M) del día de hoy OCHO (08) DE MAYO de 2015, se notifica a las partes la providencia que antecede por anotación en Estados.

JUAN DAVID ISAZA MARÍN.
Secretario


� De la ejecución en materia de contratos y de condenas a entidades públicas. Salvo lo establecido en este Código para el cobro coactivo a favor de las entidades públicas, en la ejecución de los títulos derivados de las actuaciones relacionadas con contratos celebrados por entidades públicas, se observarán las reglas establecidas en el Código de Procedimiento Civil para el proceso ejecutivo de mayor cuantía. Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en la liquidación o pago de una suma de dinero serán ejecutadas ante esta misma jurisdicción según las reglas de competencia contenidas en este Código, si dentro de los diez (10) meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia la entidad obligada no le ha dado cumplimiento.


�. Consejo de Estado Sala Plena, radicado 2012-00395-01 (IJ), del 25 de junio de 2014.


 


�. IDU contra Epsilon Ltda y otro, M.P. Dr. Enrique Gil Botero.


�. Artículo 136 ordinal 11 C.C.A.


�. Artículo 164 ordinal 2 literal k CPACA.


�.Ver Consejo de Estado – Sección Segunda Subsección “A”, Sentencia radicado 25000-23-25-000-2007-00528-01(1926-07), del 27 de mayo de 2010, M.P. Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren.





PAGE  

